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El accionante, LUIS ANCIZAR AGUDELO, ha impugnado la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira el día veinticinco (25) de febrero de 2005, donde figura como accionado el Departamento de Risaralda. Por tal razón, mediante el presente proveído acude la Sala desatar la controversia.  

1.- SOLICITUD 

Expresó el accionante que con ocasión de unas facultades especiales de reestructuración, el señor Gobernador del Departamento de Risaralda el día veintidós (22) de julio de 2000 canceló el contrato de trabajo que tenía suscrito con dicha entidad territorial, violentándose de esta manera sus derechos laborales (especialmente porque era beneficiario de un fuero circunstancial).

Ha acudido a todas las instancias judiciales ordinarias en busca de su reintegro y todo ha sido en vano, por ello debe en esta oportunidad tutelársele sus derechos al trabajo, a la asociación y a la salud.    

2.- FALLO 

De entrada, manifestó el a quo que no es procedente el amparo invocado porque tal como lo ha reconocido la jurisprudencia nacional, la acción de tutela no es el mecanismo para revivir juicios ya terminados. 

Aquí existe cosa juzgada porque los hechos, pretensiones y partes ya fueron analizados en un proceso ordinario laboral y en otro trámite de tutela.  La acción constitucional incoada no puede tenerse como una instancia nueva y extraordinaria. 

3.- IMPUGNACIÓN

El accionante reitera que en los otros procesos judiciales no se tuvo en cuenta la circunstancia de debilidad manifiesta. Aduce que no se le podía despedir porque en ese momento estaba en trámite un conflicto colectivo que le brindaba un fuero circunstancial. Cita copiosas normas que respaldan, a su juicio, dicho pedido.   

4.- SE CONSIDERA
Establece el inciso 3º del artículo 86 de la Constitución Política el carácter subsidiario de la acción de tutela.
 En desarrollo de esa norma constitucional, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dispone: 

“Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante...”.

Sobre este aspecto, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia C-543 de 1992,  hizo la siguiente precisión:

“Carácter subsidiario e inmediato de la acción de tutela
El artículo 86 de la Constitución consagra la acción de tutela como un procedimiento preferente y sumario para la protección de los derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de autoridades públicas o de particulares.

La Corte ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico Colombiano son la subsidiariedad y la inmediatez:  la primera por cuanto tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable (artículo 86, inciso 3°, de la Constitución); la segunda, puesto que la acción de tutela ha sido instituída como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza.
  Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales.
 (se resalta)
Con esos valiosos y disientes argumentos, pese a los hechos lamentables narrados en el libelo rubricado por el actor, la Sala se ve obligada a confirmar íntegramente el proveído revisado, pues en verdad el problema jurídico que origina este trámite, ya ha sido estudiado en otras instancias ordinarias (proceso laboral) y hasta extraordinarias (acción de tutela por vía de hecho judicial), lo que con poderosa razón permite predicar la existencia de una cosa juzgada: 

Por Cosa Juzgada entendemos la cuestión que ha constituido objeto de un juicio lógico por parte de los órganos jurisdiccionales, esto es, una cuestión acerca de la cual ha tenido lugar un juicio que la resuelve mediante la aplicación de la norma general al caso concreto y que, precisamente porque ha constituido objeto de un juicio lógico, se llama juzgada.
 

Dado que el señor AGUDELO pretende reabrir una discusión legítimamente finiquitada, debe la Sala calificar su conducta como temeraria, pues la vía de amparo constitucional de ninguna manera ha sido consagrada como mecanismo alterno e ilimitado para saciar a cualquier precio peticiones obstinadas de los ciudadanos. Por el contrario, su procedencia es residual y excepcional, lo que indica que sólo tiene cabida en determinados casos en los que no existe otro medio judicial de defensa (que en nuestro caso existió y se agotó) y en los que sea evidente la configuración de una afrenta a un derecho fundamental (que aquí no ocurrió porque, tal como se concluyó en el proceso ordinario laboral, el actor no fue despedido, sencillamente su contrato expiró).  

En este orden de argumentos, la decisión que se revisa merece plena confirmación.  

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de revisión. 

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� “...“Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


� Corte Constitucional. Sala Tercera de Revisión. Sentencia Nº T-1. Abril 3 de 1992. 


�  Cfr. SANIN GREIFFENSTEIN, Jaime. Aclaración de Voto.  Corte Constitucional. Sentencia Nº T-223 del dos (2) de junio de 1992.


� ROCCO, Hugo. Tratado de Derecho Procesal Civil. 1976. Editorial Depalma. 
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